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de la condena para recurrir en suplicación dicha Sen-
tencia (art. 228 L.P.L.), así como del depósito a que se
refiere el art. 227.1 a) L.P.L.

Por consiguiente, como el Auto de 11 de julio de
1997 del Juzgado de lo Social núm. 13 de Madrid se
fundamenta, como único razonamiento, en la falta de
presentación del resguardo acreditativo de los depósitos
y consignaciones anteriormente expuestos para denegar
la admisión a trámite del recurso de suplicación que
la representación del recurrente había anunciado, es evi-
dente que el Juzgado incurrió en un manifiesto error,
al no haber tomado en consideración que el recurrente
sí tenía reconocido el beneficio de justicia gratuita para
litigar en ambos procedimientos acumulados, pudiéndo-
se acoger, por consiguiente, a la exención legal en la
constitución de dichos depósitos y consignaciones para
poder recurrir en suplicación. Dicho error (cuyo origen
puede estar en el hecho de que el recurrente, en cuanto
administrador único de la codemandada «Ninja, S. A.»,
solicitó igualmente el beneficio de justicia gratuita para
dicha empresa, solicitud que le fue denegada), ocasionó
al recurrente una efectiva y real indefensión, al impedirle
el acceso al recurso de suplicación que había anunciado
en tiempo y forma.

4. No obsta a lo anterior el hecho de que el recurren-
te, al anunciar recurso de suplicación, solicitase al Juz-
gado la designación de Abogado de oficio para la inter-
posición del recurso. En efecto, el art. 7.2 L.A.G. esta-
blece que «el derecho a la asistencia jurídica gratuita
se mantendrá para la interposición y sucesivos trámites
de los recursos contra las resoluciones que pongan fin
al proceso en la correspondiente instancia...», por lo que,
una vez concedido el beneficio legal, se mantiene para
las sucesivas instancias, sin necesidad de solicitarlo de
nuevo. Sin embargo, conviene tener en cuenta que si
el recurrente solicitó la designación de nuevo Abogado
de oficio para la interposición del recurso de suplicación,
ello fue debido a las normas que regulan el turno de
oficio del Colegio de Abogados de Madrid. En estas nor-
mas (adaptadas al Real Decreto 2103/1996, de 20 de
septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de
Asistencia Jurídica Gratuita), se establece la existencia,
para el turno de oficio en la jurisdicción social, de dos
tipos o clases de turnos: el turno social general y el
turno social especial. En el turno social general se inclu-
yen «los asuntos de competencia de los Juzgados de
lo Social» (art. 17), mientras que en el turno especial
se incluyen «los asuntos de competencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia, de la Sala
de lo Social de la Audiencia Nacional, así como de la
Sala Cuarta del Tribunal Supremo» (art. 18). Para ser
dado de alta un Abogado en el turno social especial
es necesario «acreditar una antigüedad mínima de cinco
años en el ejercicio de la profesión» (art. 2.3). Finalmente,
las referidas normas establecen que «el Letrado habrá
de limitar su actuación al procedimiento y jurisdicción
para los que fue turnado» (art. 3, párrafo segundo) y,
de otro lado, que el Letrado sólo puede formalizar el
recurso de suplicación si pertenece al turno especial labo-
ral (art. 4, párrafo cuarto). Así las cosas, hay que entender
que el Abogado de oficio designado en la instancia no
pertenecía al turno social especial, lo que justifica que
el recurrente se viera obligado a solicitar la designación
de Abogado de oficio para la interposición del recurso
de suplicación ante el Tribunal Superior de Justicia, como
se razona en la demanda de amparo, lo que no significa
que el recurrente no tuviera reconocido el derecho a
la asistencia jurídica gratuita, como erróneamente enten-
dió el Juzgado de lo Social.

El error patente en que incurrió el Juzgado de lo Social
no fue reparado por el posterior Auto de 21 de enero
de 1998 de la Sala de lo Social del Tribunal Superior

de Justicia de Madrid, al confirmar íntegramente el ante-
rior y rechazar el recurso de queja que había interpuesto
el recurrente, que no hizo así sino confirmar también
dicha denegación de tutela judicial efectiva, con resul-
tado de indefensión.

5. En suma, este error, al ser manifiesto, resultar
imputable a los órganos judiciales concernidos y servir
de único soporte argumental o ratio decidendi a los Autos
impugnados, adquiere relevancia constitucional, por vul-
nerar el derecho a la tutela judicial efectiva en su ver-
tiente de derecho de acceso a los recursos legalmente
establecidos. La conclusión alcanzada conduce, pues,
al otorgamiento del amparo solicitado, en los términos
expresados en el fallo de la presente resolución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José de Blas
Gallego y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha lesionado su derecho fun-
damental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2.o Declarar la nulidad del Auto de 11 de julio
de 1997 dictado por el Juzgado de lo Social núm. 13
de Madrid en los autos acumulados núm. 624/96 y
núm. 621/96, y asimismo del Auto de 21 de enero
de 1998 dictado por la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid en el recurso de queja
interpuesto contra aquél (rollo de Sala núm. 5243/97).

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
oportuno, a fin de que por el Juzgado de lo Social
núm. 13 de Madrid se tenga por anunciado el recurso
de suplicación y acuerde seguir los trámites establecidos
en el art. 193.1 L.P.L.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de septiembre de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—Firmado y rubricado.

18750 Sala Primera. Sentencia 221/2000, de 18 de
septiembre de 2000. Recurso de amparo
1304/98. Promovido por don Carlos Aliseda
García frente al Auto y a la providencia de
la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo que
declararon desierto su recurso de casación
en relación con la condena que le fue impues-
ta por un delito de imprudencia. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso
al recurso penal): inadmisión de recurso de
casación sin resolver la solicitud de nombra-
miento de Procurador de oficio ni permitir nin-
guna subsanación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
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don Pablo Cachón Villar y don Fernando Garrido Falla,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1304/98, promovido
por don Carlos Aliseda García, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María del Ángel Sanz
Amaro y asistido del Letrado don Jesús Navarro Jiménez,
contra el Auto de 3 de noviembre de 1997 de la Sala
de lo Militar del Tribunal Supremo, que declaró desierto
el recurso de casación preparado contra la Sentencia
de 14 de mayo de 1997, dictada por el Tribunal Militar
Territorial Segundo en el sumario 22/8/93, y contra
la providencia de la misma Sala de 17 de febrero de
1998, que mantiene lo acordado en el referido Auto.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro de
este Tribunal el día 24 de marzo de 1998, la Procuradora
de los Tribunales doña María del Ángel Sanz Amaro,
en nombre y representación de don Carlos Aliseda Gar-
cía, formuló recurso de amparo contra el Auto y la pro-
videncia de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo
referidos en el encabezamiento de la presente Sentencia.

2. Según se deduce de la demanda y de la docu-
mentación que se acompaña, el recurso se basa en los
siguientes hechos:

a) El demandante de amparo fue condenado en Sen-
tencia de 14 de mayo de 1997, dictada por el Tribunal
Militar Territorial Segundo en el sumario 22/8/93, segui-
do por delito de imprudencia del art. 159.2 del Código
Penal Militar, a la pena de tres meses y un día de prisión.

b) Anunciada su intención de interponer recurso de
casación contra la anterior Sentencia, el Tribunal Militar
Territorial Segundo citó al recurrente a una compare-
cencia, que tuvo lugar el 25 de septiembre de 1997,
a fin de notificarle en forma que tenía por preparado
el recurso de casación y, al propio tiempo, emplazarle,
por término de quince días, para que compareciere ante
la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo para hacer
uso de su derecho. En dicha comparecencia se le requirió
para que, en ese acto, designare un Abogado y Pro-
curador para su defensa y representación, con la adver-
tencia de que, en otro caso, le serían designados de
los del turno de oficio del Colegio de Madrid. El recurrente
manifestó que se pondría en contacto con su Abogado
de Sevilla y comunicaría su decisión lo antes posible
al Tribunal, manifestación que se consignó en el acta
de la comparecencia.

c) El siguiente día 26 de septiembre de 1997, el
recurrente comunicó, mediante un fax enviado al Tri-
bunal Militar Territorial Segundo, la decisión de designar
para su defensa al Abogado don Jesús Navarro Jiménez,
el mismo Letrado que le había asistido en la instancia,
previa solicitud de autorización al Ilustre Colegio de Abo-
gados de Sevilla, e interesando, para su representación,
la designación de oficio del Procurador.

d) Con fecha de 30 de septiembre de 1997, el Tri-
bunal sentenciador elevó a la Sala del Tribunal Supremo
las actuaciones y certificaciones a las que se refiere el
art. 861 L.E.Crim. La Sala de lo Militar del Tribunal Supre-
mo, mediante el Auto de fecha 3 de noviembre de 1997,
declaró desierto el recurso de casación, por haber trans-
currido el término del emplazamiento, que expiró el 13

de octubre de 1997, sin que hubiere comparecido el
recurrente. Señala la Sala que aparece acreditado en
los autos que el emplazamiento se verificó en legal forma
y personalmente al recurrente con fecha de 25 de sep-
tiembre de 1997, así como a su Procuradora señora
Vida de la Riva, el 17 de septiembre de 1997.

e) El Letrado del recurrente presentó, ante el Tri-
bunal Militar Territorial Segundo, escrito de fecha de
29 de diciembre de 1997, dirigido a la Sala de lo Militar
del Tribunal Supremo, interesando la nulidad del Auto
de 3 de noviembre de 1997, alegando el error padecido
por la Sala al considerar que se hallaba debidamente
representado por Procurador, cuando, en realidad, se
hallaba pendiente de que se le notificase su designación
por el turno de oficio del Colegio de Madrid, para que
pudiere firmar el escrito de personación ante la Sala
de lo Militar, por lo que entiende que el plazo de per-
sonación se encontraba en suspenso en tanto no se
proveyere su solicitud.

f) La Sala de lo Militar del Tribunal Supremo, por
providencia de 17 de febrero de 1998, declaró no haber
lugar a lo solicitado, ordenando estar a lo acordado en
el Auto de 3 de noviembre «al no haber comparecido
el recurrente ante esta Sala en el término que le fue
conferido, bien en forma por medio de Abogado y Pro-
curador, o solicitando se le designaren del turno de oficio.
Tampoco solicitó tal designación al preparar el recurso
ni en el momento del emplazamiento. Constando úni-
camente una comunicación por fax al Tribunal Militar
Territorial Segundo que no puede tenerse en cuenta,
ni por la forma en que fue dirigida ni en cuanto a lo
que interesa en la misma, que contraviene lo precep-
tuado en el art. 27 de la Ley 1/1996, de asistencia
jurídica gratuita...».

3. El demandante entiende vulnerado su derecho
a la tutela judicial efectiva en su vertiente de derecho
de acceso a los recursos legalmente previstos, pues la
Sala de lo Militar del Tribunal Supremo ha incurrido en
error al considerar que tenía representación y defensa
técnicas, cuando en realidad no se le había nombrado
Procurador de oficio como había solicitado. Estima que
se le debió comunicar, antes de declarar desierto el recur-
so, que no podía acudir al Tribunal Supremo con una
postulación de carácter mixto o, en todo caso, permitirle
la subsanación de tal defecto.

Solicita en la demanda la suspensión de la ejecución
de la condena impuesta en la Sentencia del Tribunal
Militar Territorial Segundo.

4. Por providencia de fecha 25 de enero de 1999,
la Sección Primera acordó conceder al Ministerio Fiscal
y al solicitante de amparo, de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 50.3 LOTC, un plazo de diez días para
que formularen cuantas alegaciones estimasen conve-
nientes, en relación con la posible concurrencia del moti-
vo de inadmisión previsto en el art. 50.1 c) LOTC, con-
sistente en la carencia manifiesta de contenido cons-
titucional de la demanda

5. Por escrito registrado en este Tribunal el día 16
de febrero de 1999, la representación del demandante
de amparo da por reproducidos los fundamentos de la
demanda y reitera su petición de amparo.

6. El día 17 de febrero de 1999 se recibe el escrito
de alegaciones del Ministerio Fiscal, en el que interesa
la inadmisión del recurso de amparo por la concurrencia
de la causa que prevé el art. 50.1 c) LOTC. Entiende
que la queja por vulneración del derecho de acceso al
recurso, que se infiere de la demanda, carece de con-
tenido constitucional, por cuanto las resoluciones que
declaran desierto el recurso de casación, cuya interpo-
sición pretendía el recurrente, ofrecen una motivación
suficiente y están fundadas en causa legal debidamente
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razonada, apreciando el Ministerio Fiscal que el sustento
de la queja deriva de una mera discrepancia del recurren-
te con la interpretación de las normas procesales.

7. Mediante providencia de 25 de octubre de 1999,
la Sección Primera acuerda admitir a trámite la demanda
de amparo y dirigir sendas comunicaciones a la Sala
de lo Militar del Tribunal Supremo y al Tribunal Militar
Territorial Segundo a fin de que remitan testimonio de
las actuaciones correspondientes al procedimiento del
que trae causa el presente recurso, con el emplazamiento
de quienes hubieran sido parte en el mismo.

8. Mediante nueva providencia, la Sección acuerda
la apertura de la pieza separada de suspensión y concede
plazo de alegaciones al respecto a la parte demandante
y al Ministerio Fiscal. Recibidos los correspondientes
escritos, la Sala Primera acuerda, en Auto de 16 de
diciembre de 1999, la suspensión de la ejecución de
la pena privativa de libertad a la que fue condenado
el recurrente.

9. Recibidas las actuaciones, la Sala Primera acuer-
da dar vista de las mismas a las partes, con concesión
de un plazo común de veinte días para la presentación
de las alegaciones previstas en el art. 52.1 LOTC (di-
ligencia de ordenación de 22 de noviembre de 1999).

10. Mediante escrito de 21 de diciembre de 1999,
reitera la representación del recurrente su petición de
amparo. Se remite a lo ya argumentado en la demanda
y solicita la nulidad de las resoluciones impugnadas y
la retroacción de las actuaciones al momento en que
debió nombrársele Procurador de oficio, según lo inte-
resado, o bien que se le nombre Abogado y Procurador
de oficio, si no se consideraba legalmente procedente
una postulación de carácter mixto, o bien que se le con-
ceda un plazo para la subsanación del defecto formal.

11. El Fiscal, en su escrito de alegaciones, indica
que el actor centra el recurso de amparo en la presunta
violación del art. 24.1 C.E., en su vertiente de derecho
de acceso al recurso. Observa, sin embargo, que están
implicados otros derechos fundamentales como el de
asistencia letrada, conectado, a su vez, con el derecho
a la asistencia jurídica gratuita.

Estima que, en el presente caso, aun cuando la deci-
sión de la Sala de lo Militar de declarar desierto el recurso
tiene la cobertura legal del art. 878 L.E.Crim., esto es,
la falta de comparecencia del recurrente, la Sala efectuó,
empero, una interpretación rigorista de las normas pro-
cesales: de un lado, no admitió el fax enviado por el
recurrente al Tribunal como medio de comunicación; de
otro, cometió un error patente en la aplicación de la
norma del art. 27 de la Ley 1/1996, que prevé la nece-
sidad de que el Abogado y Procurador tengan la misma
condición -de oficio, o libremente designados-. La auto-
rización que prevé ese mismo precepto para que pueda
existir una postulación de carácter mixto es, precisamen-
te, la circunstancia que el recurrente comunicó al Tri-
bunal, es decir, la renuncia de su Abogado a percibir
honorarios. La privación al recurrente de su derecho de
acceso al recurso resulta, en suma, de una interpretación
contraria a la efectividad de su derecho fundamental.

12. Por providencia de 15 de septiembre de 2000
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 18 de septiembre de 2000.

II. Fundamentos jurídicos

1. En este recurso hemos de decidir si se ha pro-
ducido la quiebra del derecho a la tutela judicial efectiva
del quejoso, con efecto de indefensión, en su vertiente
de derecho de acceso a los recursos legalmente pre-
vistos.

Sin embargo, la lectura de las resoluciones judiciales,
que ahora se impugnan, nos lleva a la conclusión de
que han resultado afectados otros derechos, como el
de asistencia letrada, conectado a su vez con el derecho
a la justicia gratuita (art. 119 C.E.). El Fiscal señala estas
vinculaciones jurídicas, así como que la Sala de lo Militar
del Tribunal Supremo ha efectuado una interpretación
rigorista de las leyes procesales con un error patente
—afirma— en la aplicación de la norma del art. 27 de
la Ley 1/1996, de Asistencia Jurídica Gratuita.

Enmarcado así el objeto del recurso hay que recordar,
en primer lugar, la doctrina de este Tribunal Constitu-
cional aplicable al caso.

2. La Constitución Española, en su art. 24.1, reco-
noce a todas las personas el derecho a obtener la tutela
efectiva de Jueces y Tribunales, lo que comprende, como
este Tribunal ha afirmado con reiteración, el acceso a
los recursos legalmente previstos. Y, como señalamos
en nuestra Sentencia 115/1984, de 3 de diciembre,
al exigirse en determinados casos que concurra la pos-
tulación procesal para que se produzca la actividad juris-
diccional, se vulnera el art. 24.1 C.E. Ocurre de tal forma
cuando el órgano judicial, por acción u omisión, cierra
a una persona la posibilidad de suplir, por los medios
que el ordenamiento jurídico facilita, su falta de pos-
tulación procesal, ya que no sólo se limita, sino que
se hace imposible, la plena satisfacción del derecho a
la tutela judicial efectiva (FJ 1). Los órganos judiciales
han de cuidar solícitamente de la defensa del justiciable
en el proceso penal. La realización efectiva del derecho
de defensa impone, como ha puesto de manifiesto el
Tribunal Europeo de Derechos Humanos en sus Sen-
tencias de 9 de octubre de 1979 —asunto Airrey—, de
13 de mayo de 1980 —caso Ártico— y de 25 de abril
de 1983 —caso Pakelli—, proporcionar asistencia letrada
real y efectiva a los acusados (STC 37/1988, de 3 de
marzo, FJ 6).

Según tenemos establecido «la asistencia de Letrado
es, en ocasiones, un puro derecho del imputado; en otras,
y además (unida ya con la representación del Procu-
rador), un requisito procesal por cuyo cumplimiento el
propio órgano judicial debe velar, cuando el encausado
no lo hiciera mediante el ejercicio oportuno de aquel
derecho, informándole de la posibilidad de ejercerlo o
incluso, cuando aun así mantuviese una actitud pasiva,
procediendo directamente al nombramiento de Abogado
y Procurador. En ningún caso cabe transformar un dere-
cho fundamental que es, simultáneamente, un elemento
decisivo del proceso penal, en un mero requisito formal,
que pueda convertirse en obstáculo insalvable para tener
acceso a una garantía esencial, como es la del recurso»
(SSTC 42/1982, de 5 de julio, FJ 2, 29/1995, de 6
de febrero, FJ 4). El art. 24.2 C.E. incluye el derecho
a la asistencia letrada entre el haz de garantías que inte-
gran el derecho a un juicio justo, garantías que cobran
proyección especial en el proceso penal (SSTC 42/1982,
de 15 de marzo, FJ 3, y 37/1988, de 3 de marzo, FJ 6).

Cuando la Ley exige la representación por Procurador,
aunque este requisito no sea de idéntica naturaleza a
la exigencia de dirección letrada, tiende como ésta a
garantizar la corrección técnica de los actos procesales,
realizados por profesionales con la finalidad de que la
pretensión deducida pueda llegar a buen fin. Ahora bien,
tanto la presencia del Procurador como la del Letrado
son requisitos de cumplimiento subsanable, y sólo cuan-
do no hayan sido subsanados tras haberse dado a la
parte oportunidad para ello podrán servir como motivos
de inadmisibilidad sin lesionar el derecho a la tutela judi-
cial efectiva (SSTC 133/1991, de 17 de junio, FJ 2,
ratificando una línea jurisprudencial).

3. De acuerdo con esta doctrina constitucional, ha
de examinarse si el órgano judicial, al declarar desierto
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el recurso de casación del solicitante de amparo, ha pro-
ducido una lesión en el derecho a la tutela judicial efec-
tiva, en su manifestación del derecho al acceso a los
recursos legalmente establecidos. Es decir, hemos de
resolver si conculca dicho derecho la decisión de declarar
desierto el mencionado recurso, que en este caso supo-
nía, además, impedir el sometimiento del fallo conde-
natorio y de la pena a un Tribunal superior, derecho
reconocido al condenado en un proceso penal por el
art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos; una garantía específica de tal tipo de proceso
que obliga a interpretar «en el sentido más favorable
a un recurso de este género todas las normas del Dere-
cho procesal penal de nuestro ordenamiento» (SSTC
42/1982, de 5 de julio, FJ 3; 76/1982, de 14 de diciem-
bre, FJ 5, y 140 /1985, de 21 de octubre, FJ 2, entre
otras muchas).

Es cierto que las formas y los requisitos procesales
cumplen un papel de capital importancia para la orde-
nación del proceso, pero no toda irregularidad formal
puede convertirse en un obstáculo insalvable para su
prosecución (STC 118/1987, de 8 de julio, FJ 2). Incluso
cuando la Ley exige la intervención de Letrado y Pro-
curador para dar validez a una actuación procesal, los
órganos judiciales han de considerar su ausencia como
un requisito subsanable (STC 53/1990, de 26 de marzo),
por lo que, hemos afirmado, no sólo ha de dársele opor-
tunidad al interesado de reparar tal omisión sino que,
además, «la exigencia a la parte de tener un defensor
acentúa la obligación de los poderes públicos de garan-
tizar la efectiva designación de Letrado» (SSTC 91/1994,
de 21 de marzo, FJ 2, y 233/1998, de 1 de diciembre,
FJ 3).

En el presente caso, el condenado manifestó su inten-
ción de impugnar una Sentencia y también su voluntad
de disponer de Procurador por el turno de oficio, a efec-
tos de la interposición del recurso de casación; petición
que formula directamente al Tribunal sentenciador, a tra-
vés de un fax, al siguiente día de la celebración de una
comparecencia ante dicho órgano, que tenía como fina-
lidad emplazarle ante la Sala de lo Militar del Tribunal
Supremo y en la que se le advirtió expresamente, tras
requerirle para que nombrase Abogado y Procurador,
que de no efectuar tales nombramientos le serían desig-
nados de los del turno de oficio.

No puede estimarse que se respeta el derecho a la
tutela judicial efectiva si se consideró que el medio con-
creto a través del cual fue efectuada la solicitud resultó
determinante de la pérdida de tal beneficio, y de la del
propio recurso de casación, cuando se constata que llegó
a conocimiento del Tribunal. Y por ello resulta razonable
que el ahora quejoso confiara en una respuesta a dicha
solicitud que le permitiera la formalización del recurso
mediante Procurador de oficio, o bien, en caso de su
denegación, por uno de su libre designación, expectativa
que vio frustrada porque la única respuesta de la Sala
del Tribunal Supremo fue la declaración de desierto apli-
cado al recurso por haber transcurrido ya el término
del emplazamiento. Pero es que, además, en el caso
de que aquella solicitud no hubiere llegado a conoci-
miento del órgano judicial, o no se le hubiere otorgado
validez, debió procederse conforme se le había advertido
previamente al recurrente: efectuar las designaciones de
oficio.

Tampoco resulta acorde con el derecho a la tutela
judicial efectiva, según la doctrina de este Tribunal, antes
expuesta, sustentar, como se hace en la providencia de
la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo, la denegación
del nombramiento de Abogado y Procurador en el carác-
ter mixto de la postulación que se solicitaba, sin que
previamente se le hubiere dado respuesta alguna a la
misma o se le diere oportunidad de remediar las posibles
omisiones o defectos formales de su solicitud.

Por todo ello procede otorgar el amparo para hacer
posible el acceso al recurso de casación del ahora que-
joso, mediante nombramiento de Abogado y Procurador
a fin de que procedan a interponerlo.

4. Respecto al alcance de nuestro pronunciamiento,
el restablecimiento del derecho fundamental exige retro-
traer las actuaciones al momento anterior al de dictar
el Auto de 3 de noviembre de 1997, con la finalidad
de que el órgano judicial pueda suplir la ausencia de
iniciación del trámite de nombramiento de Procurador
de oficio solicitado. Ello implica, lógicamente, la decla-
ración de nulidad de las resoluciones judiciales poste-
riormente adoptadas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo promovido por don Car-
los Aliseda García y, en consecuencia:

1.o Reconocer al recurrente su derecho fundamen-
tal a la tutela judicial efectiva, sin indefensión.

2.o Anular el Auto de 3 de noviembre de 1977 y
la providencia de 17 de febrero de 1998 de la Sala
de lo Militar del Tribunal Supremo.

3.o Retrotraer las actuaciones judiciales a fin de
posibilitar a don Carlos Aliseda García, a través de Pro-
curador y con asistencia de Abogado, la interposición
del recurso de casación ante la referida Sala.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a dieciocho de septiembre de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—Firmado y rubricado.

18751 Sala Segunda. Sentencia 222/2000, de 18
de septiembre de 2000. Recurso de amparo
1711/98. Promovido por «Gasolinera las Cue-
vas de Vinroma, S. L.», frente a la providencia
del Juzgado de Primera Instancia núm. 8 de
Castellón que acuerda no haber lugar a su
solicitud de nulidad de actuaciones en un
expediente de suspensión de pagos. Supuesta
vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso al recurso legal): inadmisión
de recurso de reposición que no es paten-
temente errónea ni irrazonable, una vez sub-
sanada su motivación al resolver el incidente
de nulidad de actuaciones.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1711/98, promovido
por «Gasolinera las Cuevas de Vinroma, S. L.», repre-
sentada por el Procurador de los Tribunales don Leo-


